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El Magazín Ruralidades y Territorialidades es una publicación tri-
mestral del Observatorio Rural de la Universidad de La Salle. Ca-
da magazín versa sobre un solo tema relacionado con asuntos es-
tructurales del campo, la agricultura, la ganadería y los territorios 
rurales.

Se publican artículos de opinión, artículos de difusión de resul-
tados de investigación, información relevante cualitativa y cuan-
titativa sobre los temas tratados, entrevistas, semblanzas, reseñas 
y ensayos. El magazín está presentado en un lenguaje escrito y 
visual adecuado para llegar a un amplio público.

El magazín está en consonancia con las directrices misionales de 
la Universidad de La Salle, según las cuales esta institución se 
compromete decididamente con el desarrollo y la paz rural.

Las contribuciones, que no deben exceder las mil palabras, son 
evaluadas por un Comité Editorial que decide qué publicar y se 
reserva el derecho de hacer correcciones y ajustes a los textos pro-
puestos. Las contribuciones pueden enviarse a observatoriorural@
lasalle.edu.co con copia a oegaravito@lasalle.edu.co y jrendon@
unisalle.edu.co

Este magazín se puede consultar en  
http://www.observatorioruralunisalle.com
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La ocupación productiva de los territorios rura-
les colombianos ha generado unos espacios en 
los cuales se consolida la agricultura familiar o la 
gran empresa agropecuaria (habitualmente llama-
da agroindustria). El Valle del Cauca azucarero es 
un buen ejemplo de la hegemonía del capitalismo 
agroindustrial; mientras que el eje cafetero ejem-
plifica el predominio de una agricultura familiar 
exitosa. En otras zonas, como el valle del Tolima, 
con sus cultivos de arroz y maíz, o el altiplano le-
chero de Ubaté, esos dos modelos de producción 
comparten el espacio cultivado. Sin embargo, la 
creciente concentración de la tierra ha venido li-
mitando las posibilidades de expansión de estos 
dos sistemas de producción. Para aliviar esta situa-
ción, el Estado ha creado dos instrumentos jurídi-
cos: las zonas de desarrollo agroindustrial (Zidres), 
para facilitarle las cosas a los grandes inversionis-
tas agroindustriales, y las zonas de reserva campesi-
na (ZRC), con la intención de brindarle un marco 
jurídico protector a algunos asentamientos de co-
lonos campesinos. 

En las zonas de reserva campesina, el Estado, de 
común acuerdo con las comunidades y organiza-
ciones rurales, delimita ciertos territorios ocupa-
dos exclusivamente por pequeños productores, 
con lo cual se formaliza la propiedad rural familiar 
y se la protege del despojo. Al mismo tiempo, se 
reconoce la existencia de comunidades rurales que 
han sido sometidas a condiciones crónicas de vio-
lencia dentro de un inveterado conflicto armado. 
Se les permite gestionar su propio desarrollo con 
el compromiso gubernamental de adjudicar los re-
cursos necesarios.

Las Zidres (denominadas por la ley “zonas de inte-
rés de desarrollo económico y social”), aunque no 
excluyen a los campesinos, constituyen una figu-
ra que busca crear condiciones adecuadas para el 
establecimiento de grandes proyectos agroindus-
triales en regiones relativamente apartadas, con 

baja dotación de infraestructura vial y de bienes 
públicos. Para consolidar allí la producción agro-
pecuaria y agroindustrial a gran escala, el Estado 
está invirtiendo y promete invertir ingentes recur-
sos y otorgar cuantiosos subsidios. Se tienen, por 
un lado, la construcción de modernas carreteras 
(por ejemplo la vía Puerto López-Puerto Carreño) 
y la adecuación de puertos fluviales; por otro lado, 
a los inversionistas se les asignan incentivos a la 
capitalización rural, se los exime de impuestos a 
la reforestación productiva y a la producción de 
alcohol y biodisel, y se crean zonas francas para el 
procesamiento de materias primas agropecuarias.

Las zonas de reserva campesina y las Zidres han si-
do miradas con recelo y se ha cuestionado su legi-
timidad por diversos motivos. Sobre las primeras 
recayó un veto, de hecho, durante las dos admi-
nistraciones de Álvaro Uribe, que bloqueó política 
y económicamente su desarrollo. Esta talanquera 
fue levantada por la administración de Juan Ma-
nuel Santos para dar continuidad a una política 

Foto del Archivo del Observatorio Rural
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de Estado que desde 1998 busca consolidar estas 
formas de territorialización del campo colombia-
no, en el marco del cumplimiento a los acuerdos 
de paz. A nueve meses de iniciado el gobierno de 
Iván Duque, se tienen dudas sobre el apoyo gu-
bernamental a esta figura, toda vez que no apare-
ce ni siquiera mencionada en el Plan Nacional de 
Desarrollo. 

Por su parte, las Zidres han sido cuestionadas por-
que significan, según algunos tratadistas y líderes 
agrarios y ambientales, un atajo legal para otorgar 
baldíos a los grandes empresarios a pesar de que la 
ley había ordenado que estas tierras, de propiedad 
de la nación, se deberían asignar exclusivamente a 
los agricultores familiares. Asimismo se cuestiona 
que en las zonas Zidres se permite la venta y acu-
mulación de unidades agrícolas familiares (UAF), 
lo cual constituye una carga de profundidad con-
tra el andamiaje de la legislación agraria del país.

Este magazín da espacio a este debate. Se les da la 
palabra a expertos y dirigentes y se ilustra con da-
tos y evidencias lo referente a estas dos alternativas 

de ocupación y ordenamiento territorial para que 
la discusión sea lo más calificada y serena posible. 

Aclaración sobre los foros  
y los magazines
El Observatorio Rural de la Universidad de La 
Salle se ha propuesto llevar a cabo una serie de 
debates sobre diversos aspectos de la ruralidad 
colombiana. Con este fin se están realizando los 
foros de Ruralidades y Territorialidades y después 
de cada foro la edición de un magazín sobre el 
tema tratado en cada foro. Este segundo magazín, 
dedicado al debate sobre las Zidres y las zonas de 
reserva campesina, complementa lo tratado en el 
foro sobre este mismo tema (II Foro Ruralidades 
Territorialidades). Debe advertirse al lector que el 
magazín no corresponde a la transcripción de lo 
tratado en el foro, sino que es un nuevo producto 
elaborado especialmente para brindar una com-
prensión, escrita y visual, más amplia y comple-
mentaria del tema.
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DEFINICIONES, DIMENSIONES Y PRECISIONES

¿Qué son las Zidres?
De acuerdo con el Conpes 3917, de febrero de 2018, 

Las Zonas de Interés de Desarrollo Rural, Econó-
mico y Social (Zidres) fueron creadas por la Ley 
1776 del 2016 [para] constituir un nuevo modelo 
de desarrollo económico regional, basado en el de-
sarrollo humano sostenible, el desarrollo social, la 
sostenibilidad ambiental, el ordenamiento territo-
rial y la economía formal. (p. 8)

Las zonas que pueden ser constituidas en Zidres 
deben cumplir con cinco requisitos:

(i) que se encuentren aisladas de los centros urba-
nos más significativos; (ii) que demanden elevados 
costos de adaptación productiva por sus caracte-
rísticas agrológicas y climáticas; (iii) que tengan 
baja densidad poblacional; (iv) que presenten altos 
índices de pobreza; o (v) que carezcan de infraes-
tructura mínima para el transporte y la comercia-
lización de los productos. (p. 8) 

Foto de Natalia Ortiz Mantilla
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Definiciones y dimensiones

El Gobierno nacional delimitó espacialmente las 
áreas del país en donde se pueden constituir las 
Zidres, teniendo en cuenta que no pueden estar 
en tierras destinadas a la conservación y protec-
ción de ecosistemas; en resguardos indígenas, te-
rritorios colectivos de comunidades afro o zonas 
de reserva campesina, ni en zonas de riesgo o la-
deras de muy alta pendiente. 

Tamaño de la superficie del país en la cual  
se pueden constituir Zidres
Con base en estos criterios, en Colombia hay 
7.278.697 hectáreas en las cuales se pueden cons-
tituir Zidres (tabla 1).

Tabla 1. Distribución de las áreas de referencia para constituir 
Zidres, Colombia 2019

Departamento Hectáreas Participación 
(%)

Vichada 2.483.806 34

Meta 2.391.192 33

Córdoba 449.548 6

Magdalena 448.299 6

Casanare 404.475 6

Arauca 268.545 4

Antioquia 230.112 3

Sucre 139.866 2

Bolívar 125.636 2

Sumatoria de Tolima, 
Santander, Cesar, 
Cundinamarca, 
Norte de Santander, 
Boyacá, Huila, Cauca, 
La Guajira, Putumayo, 
Guaviare, Nariño, 
Caquetá, Atlántico, 
Amazonas

337.488 4

Total 7.278.967 100

Fuente: Conpes 3917 de 2018.

¿Qué son las zonas  
de reserva campesina?
Las zonas de reserva campesina (ZRC) han sido 
impulsadas por el movimiento campesino colom-
biano desde la mitad del siglo XX. En la década de 
los noventa, los líderes y algunos intelectuales —
entre quienes se destaca Alfredo Molano— logra-
ron que la figura tomara un estatus jurídico en la 
Ley 160 de 1994. Las zonas de reserva campesina 
son, en la práctica, una respuesta al despojo y el 
desplazamiento sistemático y masivo de la pobla-
ción campesina y a la lucha del campesinado por 
acceder a los derechos de propiedad sobre la tierra. 
En este contexto, las zonas de reserva campesina 
tienen las siguientes finalidades: 1) acceso equitati-
vo a la propiedad de la tierra; 2) estabilización de la 
economía campesina; 3) superación de las causas 
del conflicto armado; 4) ordenamiento social y am-
biental de los territorios; 5) regulación de la ocu-
pación de los baldíos nacionales, los cuales deben 
ser adjudicados exclusivamente a los campesinos; 
6) limitación de la apertura de la frontera agrícola. 

En las zonas de reserva campesina rige exclusiva-
mente la legislación nacional —sin la excepciona-
lidad de la que gozan los indígenas en sus resguar-
dos— y la propiedad sobre la tierra se limita a un 
número máximo de unidades agrícolas familiares 
—por lo regular dos—.

Localización y extensión de las zonas  
de reserva campesina
Las zonas de reserva campesina están localizadas en 
territorios en donde el conflicto rural ha sido particu-
larmente intenso y prolongado, y la mayoría se ubi-
can en los bordes de la frontera agrícola del país. Su-
mando la extensión de las siete constituidas y de otras 
siete en proceso de constitución, estas zonas ocupan 
una extensión de 1.840.000 hectáreas (tablas 2 y 3).
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Tabla 2. Ubicación de las zonas de reserva campesina 
constituidas

Zonas de reserva campesina 
constituidas

Hectáreas

Cabrera (Cundinamarca) 44.000 

Perla Amazónica (Putumayo) 22.000 

Morales-Arenal (Bolívar) 29.110 

Guaviare (Guaviare) 463.600 

Cuenca de Río Pato y Valle de 
Balsillas (Caquetá) 88.401 

Valle del Río Cimitarra (Antioquia y 
Bolívar) 184.000 

Total 831.111 

Tabla 3. Ubicación de las zonas de reserva campesina por 
constituir

Zonas de reserva campesina  
por constituir Hectáreas

Montes de María 1 (Sucre y Bolívar) 380.000 

Montes de María 2 (Bolívar) 78.000 

Güejar-Cafre (Meta) 35.187 

Catatumbo (Norte de Santander) 251.232 

Sumapaz (Bogotá) 25.319 

Perijá (César) 74.947 

Losada Perdido (Meta) 164.661 

Total 1.009.346 

Localización de las Zidres 
y de las zonas de reserva 
campesina en Colombia

A continuación, en la figura 1 se muestra la ubica-
ción de las Zidres y de las zonas de reserva cam-
pesina.

Figura 1. Colombia: Zidres y zonas de reserva campesina. 
Zidres en rojo; ZRC en verde; los puntos negros corresponden a 
los espacios territoriales de capacitación y reincorporación

Fuentes: Cartografía SIGOT-IGAC, 2018. ZRC: Instituto de Estudios Interculturales 
de la Pontificia Universidad Javeriana, sede Cali. ZIDRES: UPRA 2018 

Referencias
Consejo Nacional de Política Económica y Social. (7 de 

febrero de 2018). Conpes 3917. Áreas de referencia co-

mo insumo para la identificación de las zonas de interés 

de desarrollo rural, económico y social (Zidres). Bogotá: 

Departamento Nacional de Planeación.
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LA AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS RESPONDE  
A LOS CUESTIONAMIENTOS SOBRE LAS ZONAS  

DE RESERVA CAMPESINA

Foto del Archivo del Observatorio Rural

Con base en un documento que nos envió la Agen-
cia Nacional de Tierras (ANT) de 3529, el Obser-
vatorio Rural elaboró este texto con el aval de Al-
fredo Sarmiento, funcionario de la ANT.

Cuestionamiento (C): ¿Las zonas de reserva cam-
pesina (ZRC) constituyen vastas extensiones sobre 
el territorio colombiano?

Respuesta (R): Las ZRC conformadas actualmen-
te suman 831.111 hectáreas, el 0,73 % de terri-
torio nacional. Las siete en proceso pendiente 
de constitución abarcan 1.038.808 hectáreas, el 
0,91% del territorio nacional. Perla Amazónica, 
en el Putumayo, es la más pequeña, con 22.000 
hectáreas. La del Guaviare, por su parte, tiene una 

extensión excepcionalmente grande, con 463.300 
hectáreas.

C: ¿Las ZRC responden al acuerdo de La Habana y 
son un instrumento de las FARC?

R: No. Las ZRC son una figura legal que se institu-
cionalizó en virtud a la Ley 160 de 1994.

C: ¿Existen ZRC solo en zonas de conflicto armado?

R: No necesariamente. Aunque una de las ca-
racterísticas de las actuales ZRC es que son 
constituidas en regiones afectadas por diversos 
fenómenos de violencia, el Decreto 1777 dicta-
mina que podrán ser constituidas en zonas de 
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colonización, en las regiones en donde predomi-
ne la existencia de tierras baldías y en las áreas 
geográficas cuyas características agroecológicas 
y socioeconómicas requieran la regulación, la li-
mitación y el ordenamiento de la propiedad o de 
la tenencia de predios rurales. Incluso “podrán 
comprender también las zonas de amortiguación 
del área de Sistema de Parques Nacionales Na-
turales, con el propósito de desarrollar las acti-
vidades modelo y sistemas productivos que se 
formulen en los planes ambientales establecidos 
para las zonas respectivas”.

C: ¿Las ZRC son una estrategia de la guerrilla para 
apoderarse de los territorios?

R: Con este injusto estigma, y con gran descono-
cimiento, se ha ignorado que en algunos casos la 
guerrilla ha obstruido procesos de constitución y 
desarrollo de las ZRC. Durante los 20 años de avan-
ce de la figura, las comunidades campesinas, junto 
con sus organizaciones, se han reconocido plena-
mente defensoras de cada proceso, manifestando 
sentido de pertenencia y permanente trabajo.

C: ¿Las ZRC son una estrategia para el programa 
de consolidación militar del territorio? 

R: El programa de consolidación hace presencia 
y adelanta acciones en algunas regiones donde 
existen o se van a delimitar ZRC. No obstante, las 
acciones de delimitación y constitución de la ZRC 
desbordan el área de influencia de dicho proceso, 
bajo el entendido de que le corresponde al Esta-
do, a través de la Agencia Nacional de Tierras y 
otras entidades, adelantar estos procesos sin dis-
tingo y prevención alguna.

C: ¿Las ZRC limitan o restringen la presencia de la 
fuerza pública? ¿Son “pequeñas zonas de disten-
sión”, “repúblicas independientes”?

R: No. las ZRC no son espacios vedados ni limi-
tados para la fuerza pública. En las comunida-
des que las habitan se generan principios de au-
tonomía campesina en el manejo de sus propias 
dinámicas y visiones rurales y territoriales; pero 
no son territorios autónomos, independientes 
ni desligados de las acciones e instituciones gu-
bernamentales en sus distintos órdenes —local, 
regional y nacional—. Contrario a los resguar-
dos indígenas, o a los territorios colectivos de las 
comunidades afrodescendientes, las ZRC no son 
territorios autónomos, con instituciones y legis-
lación particulares. En las ZRC, como en todo el 
territorio nacional, el Estado debe adelantar, sin 
excepciones jurídicas, acciones de seguridad y de 
protección de los derechos humanos.

C: ¿Las ZRC son una estrategia del Gobierno para 
cooptar al movimiento campesino? 

R: Las organizaciones campesinas se han caracte-
rizado por reivindicar y exigir su autonomía. No 
es interés de la Agencia Nacional de Tierras ni del 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural (MA-
DR) “cooptar” o manipular el movimiento campe-
sino. A la fecha existe una interlocución de orden 
nacional entre las organizaciones que forman par-
te del Comité Nacional de Impulso —la Anzorc— 
y la Agencia Nacional de Tierras, dentro de la cual 
se discuten y conciertan las acciones para la ejecu-
ción de esta política pública.

C: ¿Favorecen el establecimiento de cultivos de 
uso ilícito?

R: La existencia de cultivos ilícitos no solo es una 
problemática de algunas de las ZRC, como es el 
caso del Catatumbo, Guaviare, Perla Amazónica 
y Losada. Como alternativa, las comunidades han 
visto en los planes de desarrollo sostenible (PDS) 
oportunidades para exigir cambios radicales, con 



14

Magazín Ruralidades y Territorialidades

recursos aportados por el Estado colombiano, en 
sus quehaceres, mediante la erradicación y susti-
tución de los cultivos.

C: ¿Las ZRC restringen el mercado de tierras?

R: Los propietarios que queden dentro de ZRC tie-
nen títulos transables, comerciables o negociables, 
incluso para efectos de solicitud de créditos. Las 
ZRC que han logrado el objetivo de focalización 
de los recursos de inversión por parte del Estado 
han podido incrementar la valorización de los pre-
dios, ya sea por mejoras directas o por inversiones 
sociales y de infraestructura en la región. 

C: En las ZRC, ¿los predios que excedan la Unidad 
Agrícola Familiar (UAF) serán expropiados? 

R: En el proceso de constitución de ZRC, la UAF 
es definida con soporte técnico y concertación so-
cial con los habitantes de la región. En el caso en 
el que no se redefina una UAF, se continuará con 
lo establecido por la Agencia Nacional de Tierras  
y en la respectiva audiencia pública quedará sujeto 
a definir el número máximo de “UAF límite” que 
podrán tener los propietarios. Este límite de UAF 
pude ser retroactivo o a futuro. Quienes excedan 
el límite establecido podrán ser sujetos de una 
propuesta de compra de tierras por parte del Esta-
do y la adjudicación a posibles beneficiarios de la 
ZRC; no obstante, en común acuerdo, podrán re-
conocer los títulos que excedan el límite a futuro.

C: ¿La propiedad se colectiviza?

R: No. En las ZRC la propiedad es individual.

C: ¿Podrán ser constituidas solamente en donde 
predominen terrenos baldíos?

R: No necesariamente. Aunque se enfatizan en las 
regiones donde predomine la existencia de tierras 

baldías, las ZRC podrán constituirse en las áreas 
geográficas cuyas características agroecológicas y 
socioeconómicas requieran la regulación, la limi-
tación y el ordenamiento de la propiedad o tenen-
cia de predios rurales. 

C: ¿Se proyectan como estrategia de manipulación 
de la población campesina por parte de diversos 
actores y las delimitaciones de las ZRC las impone 
el Gobierno nacional?

R: Las comunidades que habitan en territorios 
que son objeto de procesos de constitución de 
las ZRC han vivido en medio de la violencia y 
con la ausencia de acciones del Estado. Se des-
taca allí el fuerte arraigo y la cohesión de las or-
ganizaciones campesinas con las cuales se han 
hecho los acuerdos para la selección, la delimita-
ción y la constitución de ZRC, tanto en las seis ya 
constituidas como en las siete cuyos procesos de 
constitución avanzan. En todos los casos, el Es-
tado ha apoyado técnica y financieramente cada 
procedimiento. 

Foto del Archivo del Observatorio Rural
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C: ¿Se busca entregarles a campesinos de escasos 
recursos tierras que son del Estado y que no se 
están aprovechando? 

R: No. En la gran mayoría de los casos, los terri-
torios que se delimitan para ZRC tienen y han 
mantenido una ocupación de años. Se trata de 
espacios geográficos ampliamente explotados por 
los campesinos. Son tierras agrológicamente ri-
cas, con amplia diversidad climática, productiva 
y ambiental.

C: ¿En las ZRC existe autonomía frente a las orga-
nizaciones sobre las alcaldías?

R: En ningún caso las ZRC generan autonomía ni 
distancia de los gobiernos central, regional y local, 
ni ejercen cogobierno ni soberanía administrativa. 
Ahora bien, desde la dirección de la entidad en-
cargada de las ZRC, en este caso la Agencia Nacio-
nal de Tierras, se motiva a los alcaldes a instalar o 
constituir comités municipales de desarrollo rural 
y promover la articulación entre las comunidades, 

con sus planes de desarrollo sostenible (PDS), y 
las instancias departamentales y municipales, 
comprometiéndose a focalizar recursos para los 
PDS de las ZRC.

C: ¿En las ZRC se les quita el presupuesto y su ma-
nejo a los municipios?

R: Aunque las normas promueven la responsa-
bilidad de los mandatarios locales de priorizar 
acciones para las ZRC, ni las gobernaciones ni las 
alcaldías pierden autonomía frente a las ZRC. La 
vinculación y el aporte de los PDS de las ZRC no 
son solo del orden municipal, sino que además 
incluyen todo el nivel institucional del país. 

C: ¿La Agencia Nacional de Tierras es la única en-
tidad responsable de financiar la ejecución de los 
planes de desarrollo sostenible de las ZRC?

R: No lo es. La ANT es la institución que tiene a 
cargo seleccionar, delimitar y constituir una ZRC 
y debe financiar la propuesta, el acompañamiento 
y la asesoría técnica para su desarrollo. Elabora-
dos los PDS, la Agencia Nacional de Tierras podrá 
generar otros apoyos, entre otros la formalización 
de la propiedad. Sin embargo, le corresponde, 
mediante orientación y apoyo del Ministerio de 
Agricultura, articular las acciones con el resto de 
institucionalidad pública y privada.

C: ¿Son territorios que generan trampas de pobreza?

R: A pesar de ser áreas rurales con enormes ne-
cesidades como consecuencia de la ausencia del 
Estado, tienen enormes potenciales en recursos 
hídricos, en biodiversidad y recursos naturales. 
Los campesinos han desarrollado allí prácticas 
agrícolas culturalmente valiosas, que son fuentes 
generadoras de alimentos que nutren en buena 
parte los mercados de pequeños y grandes cen-
tros urbanos. 
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LA UPRA: OBJETIVOS DE LAS ZONAS DE RESERVA  
CAMPESINA Y LAS ZIDRES. ¿DIVERGENCIA  

O CONVERGENCIA?

Foto del Archivo del Observatorio Rural

La Constitución nacional advierte el valor específi-
co y privilegiado de la propiedad rural y del acceso 
a la tierra por parte de los trabajadores agrarios, 
mediante ordenamientos programáticos de una 
estrategia de desarrollo rural que constituye el 
fundamento de la acción del Estado para crear las 
condiciones necesarias que permitan a los campe-
sinos no solo el acceso a la propiedad de la tierra, 
sino también a los servicios de educación, salud, 
vivienda, seguridad social, recreación y crédito. En 
este contexto, la conformación de zonas de interés 
de desarrollo económico y social (Zidres), creadas 

como figuras especiales de desarrollo en los terri-
torios rurales mediante la Ley 1776 de 2016, han 
sido de reciente declaratoria de constitucionalidad 
en la Sentencia C077 de 8 de febrero de 2017.

Por su parte, las zonas de reserva campesina (ZRC), 
como política diferencial, reconocen a los campesi-
nos como sujetos especiales de derechos, para que 
a través de una intervención estatal focalizada se 
obtenga una serie de objetivos. Estas zonas se pro-
mueven en territorios diferentes a los de las Zidres. 
Ahora bien, las Zidres y las ZRC son compatibles 

Dora Inés Rey Martínez
Directora técnica de ordenamiento de la propiedad y 
mercado de tierras en la Unidad de Planificación Rural 
Agropecuaria (UPRA)

Jaime Augusto Correa Medina
Profesional especializado en la Unidad de Planificación 
Rural Agropecuaria (UPRA)
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en los siguientes aspectos: controlan la expansión 
inadecuada de la frontera agropecuaria del país; 
crean las condiciones para la apropiada consolida-
ción y desarrollo sostenible de la economía cam-
pesina y de los colonos en las zonas respectivas; 
constituyen una propuesta integral de desarrollo 
humano sostenible, de ordenamiento territorial y 
de gestión política; facilitan la ejecución integral 
de las políticas de desarrollo rural; fortalecen los 
espacios de concertación social, política, ambien-
tal y cultural entre el Estado y las comunidades 
rurales, con lo cual garantizan su adecuada parti-
cipación en las instancias de planificación y deci-
sión; protegen y conservan los recursos naturales 
renovables; ordenan la ocupación y aprovecha-
miento de la propiedad y la tenencia de predios 
rurales; y crean condiciones para que se consoli-
de y desarrolle la agricultura familiar, buscando la 
transformación de los campesinos y colonos en 
medianos empresarios, dentro de principios de 
competitividad, sostenibilidad, participación co-
munitaria y equidad.

Así, también existe afinidad entre las figuras res-
pecto de las excepciones a la constitución de las 
ZRC y las restricciones para la delimitación e iden-
tificación de las Zidres, en los siguientes aspectos: 
áreas del Sistema Nacional de Parques Nacionales 
Naturales; territorios indígenas, según lo previsto 
en los artículos 2º y 3º del Decreto 2164 de 1995; 
territorios que van a titularse colectivamente a las 
comunidades negras, conforme a lo dispuesto por 
la Ley 70 de 1993; áreas reservadas por el Incora u 
otras entidades públicas para otros fines señalados 
en las leyes, y áreas constituidas como zonas de 
desarrollo empresarial.

Las áreas sobre las cuales se hubieran declarado 
ZRC también son una restricción para delimitar 
las Zidres, por cuanto aquellas responden a una 
dimensión de reforma agraria para el aseguramien-
to de la comunidad campesina, orientada al cierre 

de la frontera agropecuaria y a la explotación de 
recursos agropecuarios con fines de comercio de 
pequeña escala, que permitan la convivencia con 
modelos de gran escala en la producción. También 
advierte el parágrafo del artículo 29 de la ley 1776 
de 2015 que las ZRC podrán, con expresa solici-
tud avalada por el Ministerio del Interior, solicitar 
al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural su 
inclusión dentro de los procesos de producción 
establecidos para las Zidres.

En los objetivos de la Zidres se establecen como 
componentes estructurales de gestión el desarro-
llo de procesos de producción familiar y comuni-
taria para la sostenibilidad alimentaria y la gene-
ración de excedentes agropecuarios, mediante el 
establecimiento de unidades agrícolas integrales a 

Foto del Archivo del Observatorio Rural
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partir de producción agrícola para la familia (so-
beranía alimentaria y ahorro); producción agríco-
la para la comunidad (generación de rentabilidad 
social), y plantaciones para procesos industriales 
(generación de capital).

Coexisten, por lo tanto, dentro del mismo ámbito 
del desarrollo rural, dos esquemas armonizables: 
la agricultura familiar y el modelo agrario indus-
trial. Lejos de tratarse de figuras excluyentes, una 
y otra convergen en el desarrollo integral del cam-
po a la luz de la Constitución Política de 1991 y 
de la Ley 160 de 1994. 

Concluyendo: a) por sus características, las dos 
figuras se desarrollan en territorios que no se su-
perponen, aunque la ley de Zidres plantea la po-
sibilidad de vinculación de las ZRC por iniciativa 
territorial; b) no compiten por los baldíos para 
campesinos, pues, según la Corte, no solo se de-
be garantizar el acceso a la tierra, sino también 

los demás factores de desarrollo rural, mientras 
que las zonas Zidres son territorios no desarrolla-
dos en los cuales se requieren grandes inversio-
nes tanto del Estado como de entidades privadas: 
c) las Zidres no pueden convertirse en una figura 
de desplazamiento de los campesinos o habitan-
tes rurales de dichos territorios, sino que, por el 
contrario, deben incorporarlos a los proyectos 
productivos, no como fuerza de trabajo o apor-
te en tierra, sino con su producción, porque no 
se les puede desvincular de la tierra (Sentencia 
C077 de 2017).

En fin, el país no debe polarizar la discusión o 
satanizar ninguna de las dos figuras; ambas caben 
dentro del ordenamiento de los territorios rurales. 
Cada una le apunta a un modelo de desarrollo di-
ferente que aplica a territorios diferentes. Las dos 
figuras son necesarias para el desarrollo rural y 
para la construcción de la gobernanza territorial  
y de la paz de Colombia.

Foto de Natalia Ortiz Mantilla
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Guillermo Forero Álvarez es abogado experto en 
derecho agrario y asesor de la Sociedad de Agri-
cultores Colombianos (SAC), entidad que promo-
vió la Ley Zidres.

Jaime Forero Álvarez (JFA): En las zonas donde va 
a regir la Ley Zidres, ¿se legitima la apropiación de 
los baldíos de la nación que supuestamente algunos 
agroindustriales compraron en forma fraudulenta?

Guillermo Forero Álvarez (GFA): De ninguna 
manera, porque la Ley Zidres no legisla sobre este 
tema. Si fueron adquiridos fraudulentamente, es-
tamos ante un delito y eso estará siempre protegi-
do por el Código Penal. Otra cosa es que el Estado 
no tenga la capacidad de reacción y de investiga-
ción para determinar qué baldíos fueron adquiri-
dos de forma fraudulenta. 

JFA: ¿Por qué el Estado colombiano dicta una ley 
para expandir la frontera agrícola, por los agroin-
dustriales, a zonas alejadas, de baja densidad de-
mográfica y sin dotación de bienes públicos, cuan-
do dentro de la frontera agrícola hay por lo menos 
20 millones de hectáreas mal utilizadas que se de-
berían incorporar a la agricultura?

GFA: A lo largo de la historia, el Estado no ha 
tenido una política coherente en este aspecto. Ha 

manejado de manera totalmente desgreñada el 
sector rural y no ha mostrado nunca ningún inte-
rés por cerrar la frontera agrícola. Por otra parte, 
si bien es cierto, como se afirma en la pregunta, 
que hay por lo menos 20 millones de hectáreas 
que están mal usadas especialmente en ganade-
ría extensiva y con vocación agraria, el Estado es 
cobarde y nunca le ha dado solución al problema 
porque le teme a los latifundistas. De acuerdo con 

ENTREVISTAS. PROS Y 
CONTRAS DE LAS ZIDRES  
SEGÚN DOS EXPERTOS

Entrevista a  
Guillermo Forero 
Álvarez 

Foto de Paula Forigua
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la legislación colombiana, desde el siglo XIX, y 
especialmente con la Ley 200 del 36 y la Ley 160 
de 1994, tendría que extinguir el dominio por im-
productividad y por conflictos ambientales. En ese 
orden de ideas, a muchos particulares les tocó ins-
talarse en la Altillanura para alquilar tierra barata y 
hacer sustentable su proyecto productivo, porque 
era imposible comprar tierra en la frontera agríco-
la con los precios especulativos existentes.

JFA: ¿La Ley Zidres les da la posibilidad a los in-
versionistas que acumularon UAF de legalizar esta 
situación?

GFA: No, de ninguna manera, porque en el ca-
so de la Altillanura no se acumularon ilegalmente 
UAF. Sí se acumularon el tipo de UAF que está 
permitido acumular por mandato de la ley, ¿cuál 
ley? La ley 160 de 1994. O sea, esos inversionistas 



22

Magazín Ruralidades y Territorialidades

observaron la ley a pie juntillas. Las UAF de la al-
tillanura no son de reforma agraria, por eso no se 
encuentran bajo la prohibición de acumulación.

JFA: ¿Por qué la Ley Zidres crea incentivos para 
que los pequeños se asocien con los agroindus-
triales, si en zonas como la altillanura la única 
asociación posible es arrendarle las tierras a los 
grandes en una situación en la cual ellos tienen 
más ingresos trabajando sus propias tierras que 
arrendándolas?

GFA: La Ley Zidres explícitamente propone de-
fender la economía familiar en toda su normativa 
y en sus principios de interpretación; lo que quie-
re es no desarraigar al campesino. Promueve una 
asociación en la cual participe el campesino tra-
bajando activamente en su proyecto productivo, 
pero si eso no es posible es porque el legislador 
no tuvo la visión. A mi modo de ver, la Ley Zidres 
prohíbe esa modalidad de asociación que consis-
tiría en que el campesino entrega en arriendo la 

tierra, porque lo que promueve en el texto escrito 
la Ley Zidres es la asociación productiva y el cam-
pesino es el protagonista de su producción. 

JFA: Entonces, ¿para qué sirve la Ley Zidres?

GFA: Las Zidres como instrumento de orde-
namiento social de la propiedad pueden garan-
tizar el ejercicio del derecho de propiedad sobre 
extensiones de tierra no superiores a las que efec-
tivamente requieran los proyectos productivos; 
solucionar los conflictos del uso del suelo; actua-
lizar la base catastral sobre la cual se debe fijar la 
tarifa del impuesto predial y la del impuesto de 
patrimonio; visibilizar las tierras incultas, las de 
cultivos ilícitos y sobre las cuales la explotación 
económica se realice en detrimento significativo 
de las normas ambientales para aplicar la extin-
ción de dominio sin indemnización contemplada 
en la ley 160 de 1994 y el fomento de alianzas 
productivas equitativas entre los diferentes acto-
res de la ruralidad.

Foto de Coombuvipac

Foto de Santiago Manso Molano
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Carlos Duarte es profesor-coordinador de la línea 
de investigación Desarrollo Rural y Ordenamiento 
Territorial, del Instituto de Estudios Interculturales 
de la Pontificia Universidad Javeriana, sede Cali.

Jaime Forero Álvarez (JFA): En las zonas donde 
va a regir la Ley Zidres ¿se legitima la apropiación 
de los baldíos de la nación que supuestamente al-
gunos agroindustriales compraron en forma frau-
dulenta?

Carlos Duarte (CD): En 2017 la Contraloría 
General de la República le llamo la atención a la 
Agencia Nacional de Tierras (ANT) por 33 casos 
de posibles acumulaciones de unidades agrícolas 
familiares (UAF). En este contexto, la Ley 1776 
de 2016 (Ley Zidres) plantea un parteaguas con 
referencia a las acumulaciones de UAF, porque si 
bien pone en cuestión los títulos de propiedad de 
aquellos procesos de acumulación que sucedieron 
con posterioridad a la Ley 160 de 1994, parece no 
solamente legitimar los que se produjeron antes de 
1994, sino que además a las acumulaciones que 
sucedieron después les permite su uso por medio 
de contratos de arrendamiento a los mismos acto-
res de la apropiación, utilizando el diseño jurídico 
de la figura de Zidres. 

JFA: ¿Por qué el Estado colombiano dicta una ley 
para expandir la frontera agrícola, por los agroin-
dustriales, a zonas alejadas, de baja densidad de-
mográfica y sin dotación de bienes públicos, cuan-
do dentro de la frontera agrícola hay por lo menos 
20 millones de hectáreas mal utilizadas que se de-
berían incorporar a la agricultura?

CD: Porque en las fronteras agropecuarias el mer-
cado de tierras es muy reciente o pobremente 
institucionalizado y, por lo general, el costo por 
hectárea es más bajo, como se atestigua en las 
transacciones que produjeron las acumulaciones 
de UAF. En el caso de las Zidres se puede concluir 
que no es la propiedad de la tierra lo que más inte-
resa a sus promotores, sino que más bien es el uso 
agroindustrial de los baldíos de la nación. La Ley 
permite que sobre dichos territorios se puedan 
implementar modelos de monocultivo neo-junker 
sin grandes transacciones sociales y de capital, 
transfiriendo gran parte de los riesgos a las alian-
zas entre Estado, grandes empresarios y pequeños 
cultivadores. Por otra parte, el apalancamiento de 
créditos, los subsidios y los costos de infraestructu-
ra, en conectividad, correrán por cuenta del erario  
público.

JFA: ¿La Ley Zidres les da la posibilidad a los in-
versionistas que acumularon UAF de legalizar es-
ta situación?

CD: La reciente constitución de la Zidres de Puer-
to López permite vislumbrar al menos dos movi-
mientos en dicha dirección. En primer lugar, el 
Conpes 3940 de julio de 2018, que sirvió para 
delimitar el área de dicha figura, a pesar de que el 
trabajo de la UPRA fue muy preciso en cuanto a 
excluir las zonas pretendidas por las comunidades 
étnicas (afrocolombianas e indígenas); así como 
aquellas zonas con restricciones contempladas en 
el POT del municipio, no menciona por ningún 
lado las 22.843 hectáreas que provienen de tierras 
baldías y que el banquero Luis Carlos Sarmiento 
Angulo acumuló a través de la organización Pa-
jonales en Puerto López. En segundo lugar, dicho 
silencio no quiere decir que tales predios estén 
dentro del polígono final aprobado, sino que la 
omisión estratégica del Conpes más bien podría 
estar relacionada con la aprobación del proyec-
to de Reforma a la Ley 160 radicado al final del 

Entrevista a 
Carlos Duarte
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Gobierno Santos, según el cual la acumulación de 
tierras baldías dejaría de ser ilegal. 

JFA: En conclusión, ¿para qué sirve la Ley Zidres?

CD: Desde mi punto de vista se busca: 1) delimitar 
nuestra frontera agropecuaria; sin embargo, tengo 
que decir que esta delimitación es muy grave des-
de el punto de vista ambiental, porque esos eco-
sistemas son zonas ambientalmente muy sensibles 
en los cuales el monocultivo agroindustrial podría 
tener efectos devastadores a largo plazo; 2) legali-
zar las acumulaciones indebidas de UAF, obviando 

el título translaticio de dominio, pero permitiendo 
su uso productivo, que quizás es el mayor interés 
de las agroindustrias contemporáneas de carácter 
extractivo; y 3) contrario a lo que enuncia la Ley 
Zidres, en vez de que la iniciativa privada apalan-
que el desarrollo rural de la nación y produzca 
círculos virtuosos productivos a escala regional, 
estas figuras podrían terminar siendo financia-
das en una alta proporción por dineros públicos, 
mientras que sus efectos podrían manifestarse en 
un nuevo ciclo extractivista y de creación de “en-
claves” productivos en los cuales se reproduce la 
pobreza y se concentran las ganancias.

Foto de Natalia Ortiz Mantilla
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ZONAS DE RESERVA CAMPESINA: ESTRATEGIA PARA 
AUMENTAR EL PRODUCTO Y EL EMPLEO EN EL CAMPO  

Y AFIANZAR LA PAZ

Introducción
En el debate sobre las zonas de reserva campesi-
nas (ZRC) suele acotarse la discusión al campo de 
la política social compensatoria o a las ideologías 
detrás del tema, dejando de lado aportes de múl-
tiples estudios que demuestran la mayor eficiencia 
de la economía campesina y la experiencia de las 
organizaciones del campo. Así, se llega de manera 
fácil a la conclusión de que la intervención empre-
sarial a gran escala —léase Zidres— es la mejor 
opción para el desarrollo rural, caso en el cual los 
retornos del capital se estiman más valiosos que 
las políticas que favorecen a las familias y a las co-
munidades campesinas.

En este artículo se proponen unas notas que mues-
tran algunas de las ventajas de las políticas a favor 
de formas organizativas comunitarias tipo zona de 
reserva campesina para aumentar el producto y el 
empleo, así como para reorganizar las relaciones 
territoriales, entre comunidad y Estado, y apoyar 
la implementación del Acuerdo Final entre el Go-
bierno y las FARC, en cuanto a las transformacio-
nes democráticas que requiere el mundo rural.

1	 Berry afirma que si se define la “eficiencia” por la capacidad de lograr el máximo producto por unidad de tierra, es decir, maximizar la 
producción agropecuaria total, es evidente que la ventaja la tienen las unidades pequeñas. Con base en esto propone el ejemplo de que si 

La producción campesina 
y la productividad de los 
factores

Los análisis de Albert Berry (2017) sobre los te-
mas rurales resaltan dos características generales 
(casi universales) que son: “la relación inversa” en-
tre el tamaño de la explotación y la productividad 
de la tierra y la relación positiva entre el tamaño 
de esta explotación y la productividad de la ma-
no de obra. Estas relaciones implican una tercera 
correspondencia: la razón “mano de obra/tierra” 
disminuye con el mayor tamaño de la explotación 
de forma drástica.

Un resultado de estas características es el hecho de 
que casi todos los países en donde es clave maxi-
mizar la producción total y aumentar el empleo ru-
ral están organizados en unidades de producción 
pequeñas. Pero si el objetivo es el retorno sobre el 
capital con base en el uso de la tierra, la conclusión 
es otra1. Dado que las economías de escala son de 
limitada importancia en la agricultura, es por lo 

Carlos Salgado Araméndez 
María Camila Macías Amaya
Investigadores Planeta Paz 
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general equivocado el argumento de que se nece-
sitan unidades grandes para aumentar la produc-
tividad agregada del sector —por el contrario, su 
presencia puede tener más bien el efecto opues-
to—. La existencia de la relación inversa sugiere 
esa conclusión.

El argumento se refuerza con el hecho de que la 
mecanización no aumenta la productividad de la 
tierra pero sí la de la mano de obra, en particu-
lar porque las explotaciones grandes no producen 
ítems intensivos en mano de obra, mientras que 
las pequeñas sí lo hacen.

Según el Censo Nacional Agropecuario de 2014 
en Colombia, la relación “trabajadores permanen-
tes/tierra” es mayor en las unidades de 5 a 10 ha 
que en las de 500 a 1000 ha. Entre las unidades 
más pequeñas (menos de 5 ha) y las más grandes 
(más de 1000 ha) la diferencia fue muchísimo más 
grande.

La conclusión de Berry es que “dado que la gran 
agricultura usa poca mano de obra, es difícil y tal 
vez imposible que juegue un papel positivo en la 
reducción de la pobreza de un país”.

La mejor estrategia para 
generar empleo rural
Se pueden relacionar los anteriores argumentos al 
contrastar para Colombia los impactos en el em-
pleo de algunos programas compensatorios con 
los resultados probables de las zonas de reserva 
campesina. El programa de Oportunidades Rura-
les, cuyo propósito era mejorar la actividad de las 
familias campesinas, tuvo la intención de atender 

unidades de 10 ha generan el triple de producto por hectárea que unidades de 1000 ha, el producto total será el triple si cada unidad 
tiene 10 ha que si tiene 1000, sin importar cuánta tierra tenga el país.

32.000 familias entre 2007 y 2013, con iniciati-
vas microempresariales. El programa de Alianzas 
Productivas atendió entre 2008 y 2011 a 25.000 
familias en 35.317 ha, es decir, solo al 3,5 % de 
las familias pobres, si se estima un universo de 
1.400.000 familias campesinas, de las cuales un 
promedio del 50 % son pobres (estimaciones con 
base en el Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, 2011).

El estudio de Vargas et al. (2016) muestra que para 
el periodo 1995-2004, el impacto de los progra-
mas de distribución de la tierra fue absolutamen-
te marginal, pues solo se adjudicaron 334.527 ha 
para fines de reforma agraria a favor de 24.162 
familias campesinas, y entre 2005 y 2009 la ad-
judicación fue de 16.812, ha a favor de 1680 fa-
milias. Paradójicamente, muestra que el Proyecto 
Piloto de las primeras zonas de reserva campe-
sina constituidas entre 1997 y 2000 involucraría 

Foto de Paula Forigua Diaz
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aproximadamente 250.000 familias beneficiarias 
(17,8 % del total de familias campesinas; 35,7 % 
de las familias pobres) en 831.111 ha (10 % de la 
tierra cultivable). Es inobjetable que las políticas 
a favor de las comunidades campesinas aumentan 
la producción y el empleo.

Aportes a la reorganización 
de los territorios y la paz 
En otros campos se pueden resaltar razones que 
muestran que las zonas de reserva campesina cum-
plen un papel relevante en cuanto a una transfor-
mación del mundo rural que ayuda a la construc-
ción de la paz:

1.	 	Generan más empleo por hectárea y contri-
buyen a una mejor distribución del ingreso a 
través de su efecto positivo sobre la demanda 
agregada de la mano de obra. 

2.	 	Incrementan la seguridad, la autonomía y la 
soberanía alimentaria, al aumentar la produc-
ción de alimentos y de materias primas para 
unas sociedades locales y globales cambiantes.

3.	 	Mejoran el uso del suelo y la productividad de 
la tierra, puesto que sobre criterios de planea-
ción ambiental y colectiva se toman decisiones 
más acertadas sobre qué recursos y tecnologías 
utilizar, y se establecen compensaciones comu-
nes para redistribuir recursos entre las familias.

4.	 	Contrarrestan los efectos del cambio climáti-
co, en tanto es claro que se requieren inno-
vaciones que propendan al cuidado del sue-
lo, del agua, de los bosques, de las semillas, y 
a la aplicación de tecnologías que demandan 
el compromiso de muchos sujetos y actores 
para las acciones de mitigación, adaptación y 
gestión ambiental.

5.	 	Permiten repoblar territorios para ampliar la 
democracia, de tal manera que se pueda vivir 

en el campo bajo el amparo de esta figura te-
rritorial colectiva que replantea las relaciones 
de la comunidad con el Estado.

6.	 	Enriquecen la política pública, local y territo-
rial con la presencia de miles de familias que 
participan en el diseño de políticas públicas 
y en las decisiones sobre el tipo y la forma de 
intervención en los territorios. 

7.	 	Reorganizan el sistema de poder local ante el 
reconocimiento del campesinado como actor 
valioso para la ampliación de la democracia y 

Foto de Mario Murcia
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el sistema de partidos y movimientos políti-
cos, la estabilidad de la población y la susten-
tabilidad de los territorios.

8.	 	Reconocen actores desvalorizados y redistri-
buyen activos para la democracia económi-
ca, al resolver injusticias socioeconómicas y 
socioculturales, producir bienes públicos y 
satisfacer derechos aplicados a dimensiones 
territoriales.

9.	 	Reorganizan territorios mediante la definición 
de los usos del territorio y de los recursos, el 

rediseño de las relaciones y la creación de ins-
tituciones que apoyen el logro de la paz.

10.		Reducen el costo fiscal de las políticas públi-
cas y lo hacen más eficiente, al ser debatido y 
aplicado con la comunidad y no con agentes 
individuales.

Conclusiones
En resumen, según las anteriores consideraciones, 
las Zonas de Reserva Campesina ayudan a la reor-
ganización de los territorios; estabilizan y recono-
cen a la población campesina; fortalecen las eco-
nomías locales y los mercados de bienes rurales 
de alimentos y materias primas; dan un uso sus-
tentable a los recursos ecosistémicos, y construyen 
democracia en los territorios. 

El problema no es si debe haber más Zidres o más 
Zonas de Reserva Campesina, sino definir cuál es 
el propósito de la política. Desde nuestra perspec-
tiva, dar mayor prelación a la primera es una for-
ma de limitar la producción, el empleo y la demo-
cracia en el campo, condiciones necesarias para la 
construcción de paz.
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Para responder la pregunta que titula este artículo, 
es conveniente que el lector conozca brevemen-
te qué significa cada uno de dichos mecanismos 
o instrumentos de la política pública de tierras, 
mediante los cuales se ha pretendido promover 
el desarrollo rural en Colombia. Veamos qué son 
entonces las zonas de reserva campesina (ZRC) y 
las zonas de interés de desarrollo rural económico 
y social (Zidres).

Las Zonas de Reserva Campesina forman parte de 
la normatividad agraria de Colombia consigna-
da en la Ley 160 de 1994, cuyos objetivos son: 
controlar la expansión inadecuada de la frontera 
agropecuaria; evitar y corregir los fenómenos de la 
inequitativa concentración o fragmentación antie-
conómica de la propiedad rústica; crear las condi-
ciones para la adecuada consolidación y desarrollo 
sostenible de la economía campesina y de los co-
lonos de escasos recursos; y regular la ocupación 
y aprovechamiento de las tierras baldías, dando 
preferencia en su adjudicación a los campesinos o 
colonos de escasos recursos. En síntesis, se puede 
destacar que las Zonas de Reserva Campesina tie-
nen como propósito evitar la concentración de la 

tierra, defender la economía campesina, ordenar 
social, productiva y ambientalmente el territorio 
y superar las causas de los conflictos sociales que 
enfrentan los campesinos en los territorios de co-
lonización. Por su parte, las Zidres fueron apro-
badas por el Congreso de Colombia mediante la 
expedición de la Ley 1776 de 2016 y debidamente 
por el presidente Juan Manuel Santos. En el ar-
tículo 1 de dicha ley, se señala que su objeto es 
crear las Zidres en

[…] territorios con aptitud agrícola, pecuaria y 
forestal y piscícola identificados por la Unidad 

¿ZONAS DE RESERVA 
CAMPESINA O ZONAS DE 
INTERÉS DE DESARROLLO 

RURAL ECONÓMICO  
Y SOCIAL?

Gabriel J. Tobón Quintero
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de Planificación Rural Agropecuaria (UPRA), en 
consonancia con el numeral 9 del artículo 6° de la 
Ley 1551de 2012, o la que haga sus veces, que se 
establecerán a partir de Planes de Desarrollo Rural 
Integral en un marco de economía formal y de or-
denamiento territorial, soportados bajo parámetros 
de plena competitividad e inserción del recurso 
humano en un contexto de desarrollo humano sos-
tenible, crecimiento económico regional, desarro-
llo social y sostenibilidad ambiental. Las Zidres de-
berán cumplir con estos requisitos: se encuentren 

aisladas de los centros urbanos más significativos; 
demanden elevados costos de adaptación producti-
va por sus características agrológicas y climáticas; 
tengan baja densidad poblacional; presenten altos 
índices de pobreza; o carezcan de infraestructura 
mínima para el transporte y comercialización de 
los productos. 

Los proyectos de las Zidres deben estar adecuados 
y corresponder a la internacionalización de la eco-
nomía, sobre bases de alta competitividad, equi-
dad, reciprocidad y conveniencia nacional. 
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Como puede inferirse de las definiciones antes se-
ñaladas, el punto central de discusión en el aná-
lisis de estos dos instrumentos de la política de 
tierras en Colombia es que ambos son la más clara 
expresión de dos modelos de desarrollo rural que 
tienen objetivos, lógicas y sentidos políticos, so-
ciales y económicos diferentes, contrarios y exclu-
yentes uno con respecto al otro.

En términos generales, se puede afirmar que las 
Zonas de Reserva Campesina representan y ex-
presan algunos de los componentes centrales de 
un modelo de desarrollo rural basado en el modo 
de vida y la economía campesina, y las Zidres re-
presentan un modelo de desarrollo rural basado 
en el modo de vida y en la economía del capitalis-
mo agrario y agroindustrial. 

En este sentido, las Zonas de Reserva Campesina 
defienden los intereses y el proyecto de vida de 
la mayoría de los campesinos colombianos y las 
Zidres defienden los intereses de una minoría de 
capitalistas e inversionistas nacionales y extranje-
ros que en las últimas décadas, y motivados por 
su crisis, retomaron su interés por los territorios 
rurales para ampliar y profundizar el extractivis-
mo y la explotación de los recursos naturales.

Del mismo modo, las Zonas de Reserva Campe-
sina buscan y tienen mejores condiciones para 
aportar a la solución de los problemas de seguri-
dad y soberanía alimentaria de los propios campe-
sinos y de amplios sectores urbanos del país, con 
lo que sin duda alguna su producción contribuye 
a la dinamización de los mercados internos en los 
ámbitos local, regional y nacional. Esto ha sido 
corroborado por múltiples estudios e investiga-
ciones sobre la importancia de la economía cam-
pesina en la economía y la producción de alimen-
tos en el país. Respecto de lo anterior, Leibovich, 
Botello, Estrada y Vázquez (2013) señalaron: 

[…] los pequeños productores en Colombia as-

cienden al orden de los 2.2 millones, y representan 
el 80% de los pobladores rural. Más importante 
aún, los estudios estiman que el porcentaje de la 
producción agrícola que proviene de sus parcelas 
puede estar entre el 50 y 68%.

En contravía de la lógica, el sentido y los intereses 
que defienden las Zonas de Reserva Campesina, 
las Zidres corresponden a la voracidad y el interés 
del gran capital agrario, agroindustrial y financiero 
que hoy valora los territorios rurales y sus pobla-
dores, solo si estos tienen la capacidad suficiente 
para producir las rentas y utilidades que esperan 
para ampliar sus capacidades de acumulación y re-
producción. Por ello los volúmenes de su produc-
ción están destinados principalmente a los merca-
dos internacionales y no a los mercados internos. 

Su preocupación principal no es resolver los pro-
blemas de seguridad y soberanía alimentaria del 
país donde realizan sus inversiones; al contrario, 
el efecto que causan es agravarlos en proporciones 
tales que resultan poniendo en una relación de de-
pendencia la producción alimentaria nacional de 
las importaciones de alimentos. Recuérdese que 
el propio Ministerio de Agricultura ha reconocido 
públicamente que Colombia está importando ac-
tualmente entre 12 y 15 millones de toneladas de 
alimentos, cuando tiene la tierra, el conocimiento, 
la capacidad, la experiencia y el recurso humano 
para producirlas. Dos preguntas surgen a estas altu-
ras, ¿por qué se presenta este antagonismo entre los 
dos modelos de desarrollo rural antes reseñados? 
¿Por qué estos dos modelos no pueden ser comple-
mentarios? Solo como una invitación para mayores 
reflexiones, se podría argumentar lo siguiente. Con 
respecto al antagonismo y la imposibilidad de la 
complementación entre los dos modelos, es nece-
sario considerar el papel determinante que debe 
desempeñar en la mediación de los antagonismos 
un actor central: el Estado.
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En efecto, es el Estado el responsable de regular 
las relaciones, las conductas y los intereses de los 
miembros de la sociedad y de las organizaciones 
económicas, los gremios y las empresas que en ella 
participan. Es el Estado la institución política que 
debe estar al frente y defender el bien común, lo 
público, los bienes y el interés de todos. 

El gran drama que vive Colombia, y la mayoría de 
los países latinoamericanos, es que los Estados no 
han cumplido a cabalidad con las funciones, com-
petencias y responsabilidades sociales, políticas, am-
bientales, culturales y económicas que teóricamente 
se les han asignado. Al contrario, estos Estados han 
inclinado el fiel de la balanza y han favorecido los 
intereses del gran capital y de las grandes empresas, 
tomando partido por el modelo de desarrollo del ca-
pitalismo agrario y agroindustrial; han legislado a su 
favor y han creado toda suerte de incentivos para 
que sus capitales, inversiones y tecnologías lleguen 
al territorio nacional, exploten nuestros recursos y a 
nuestra gente y exporten e inviertan cómodamen-
te sus rentas y utilidades en sus casas matrices, en 
otros países o en sus paraísos fiscales.

Finalmente, este tipo de Estados han desconocido 
históricamente las ventajas que tiene y se le re-
conocen a un modelo de desarrollo rural, dentro 
del cual las Zonas de Reserva Campesina son una 
importante expresión social, ambiental, cultural, 
política y económica. Más grave aún que el desco-
nocimiento es la falta de apoyo, incentivos y sobre 
todo de políticas públicas que realmente resuel-
van los principales problemas públicos que tiene 
el mundo rural colombiano. El Estado antes que 
resolver problemas como el de la alta concentra-
ción de la tierra, la concentración en el ingreso, 
la pobreza rural, la inseguridad alimentaria y la 
pérdida de soberanía para producir lo nuestro, los 
ha agravado y llevado a límites extremos. Tal es el 
caso del alto nivel de concentración sobre la pro-
piedad de la tierra, medido a través del coeficiente 

de GINI en 0,86, uno de los más altos de Lati-
noamérica, que ha convertido a Colombia en uno 
de los países con mayores desigualdades sociales 
y económicas del continente americano, y la po-
breza e indigencia, así como la carencia de bienes 
y servicios públicos en el medio rural, siguen sien-
do asombrosamente muy altos. Estos problemas 
sin duda podrían ser resueltos con un modelo de 
desarrollo rural más inclusivo, democrático, par-
ticipativo, más amigable con el medio ambiente 
y la diversidad biológica y cultural en las que se 
destaca nuestro país.

Foto del Archivo del Observatorio Rural
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Las zonas de reserva campesina representan los 
intereses del campesinado colombiano. Yo no di-
ría que agotan todas las aspiraciones históricas de 
los campesinos colombianos, pero son un modelo 
que los reivindica parcialmente. Por su parte, las 
Zidres corresponden a las pretensiones históricas 
del empresariado agrícola, de lo que podríamos 
llamar en Colombia la burguesía agraria. En este 
sentido, son dos modelos excluyentes.

El problema con las Zidres es que la ley estableció 
con toda claridad, a partir de 1994, que los bal-
díos de la nación deben destinarse fundamental-
mente a los millones de campesinos pobres que no 
tienen tierra, o tienen muy poca tierra, o la tienen 
de muy mala calidad. Estos campesinos que se ven 
obligados a vender su fuerza de trabajo como jor-
naleros, como braceros, etc., están aspirando des-
de hace décadas a que se implemente un proceso 
de redistribución de la tierra. Pero ahora, con la 
Ley Zidres, nos dicen que los baldíos ya no se van 
a utilizar para repartirlos o distribuirlos entre los 
campesinos, sino que el Estado los va a distribuir 
entre los que tengan “músculo financiero”. Se van 

a favorecer, entonces, los llamados “nuevos llane-
ros”, es decir, los grandes propietarios de capita-
les que cuentan con el apoyo del sistema finan-
ciero nacional y trasnacional. Y son estos últimos 
quienes, por supuesto, van a quedarse con todo 
este nuevo sector agroindustrial. Es claro que el 
Estado que favorece estos sectores de las clases do-
minantes no representa los intereses de todos los 
colombianos, sino que impulsa un neoliberalismo 
salvaje (sálvese el que pueda). De manera que el 
Estado Social de Derecho se queda en un enun-
ciado retórico que en la realidad se desentiende 
de su función de garantizarles a los colombianos 
unas condiciones de orden material, pero también 
espiritual, mínimas para una vida digna.

LOS DERECHOS DE LOS 
CAMPESINOS: LA ALMENDRA  
DEL DEBATE SOBRE ZIDRES 

O ZONAS DE RESERVA 
CAMPESINA

Sergio Marín
Partido FARC
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El latifundio sigue siendo un lastre para este país. 
Seguramente solo una correlación de fuerzas dis-
tinta a la actual en el desarrollo social, político 
e incluso cultural podría permitir que en algún 
momento logremos romperlo, para alcanzar la 
modernidad y por supuesto la modernización en 
el campo colombiano. Y esta es una consigna re-
volucionaria en el día de hoy, cuando nadie está 
hablando de socialismo, sino simplemente de que 
los campesinos tengan la posibilidad de acceder 
a bienes y servicios que son un derecho humano. 
No se trata de un discurso ideologizado sino de 
compromisos políticos con el país y con el mun-
do entero. No hay electrificación en el campo co-
lombiano, no hay servicios sociales que garanticen 
una mejor vida para las masas campesinas; no hay 

salud, educación ni saneamiento básico; no hay 
alcantarillado, no hay carreteras… Precisamen-
te quebrar el espinazo al latifundio tiene que ver 
también con que el Estado priorice la inversión. 

Para nosotros, la resolución de la cuestión agra-
ria en Colombia pasa por el fin del latifundio, y 
por latifundio entendemos las grandes propieda-
des improductivas, subutilizadas, en las que no 
se agrega valor en función de la acumulación de 
capital y que se laboran con niveles de tecnología 
muy pobres. Esto se explica en gran parte porque 
los salarios son sumamente bajos en el campo, con 
formas de contratación casi serviles y con impues-
tos ridículos que incentivan la acumulación rentis-
ta (lotes de engorde) y no productiva de la tierra, 
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de manera que no hay estímulos reales en el cam-
po para desconcentrar la propiedad y mecanizar y 
agregar valor con ciencia y tecnología.

Es importante señalar que no hay, en principio, 
contradicción entre la economía campesina y la 
agroindustria. Todo lo contrario, la aspiración 
histórica del campesinado colombiano ha estado 
relacionada no solo con el acceso a la propiedad 
sobre la tierra, sino además con garantías eco-
nómicas, pero también de asistencia técnica y de 
mercadeo. El problema entonces se ubica en la in-
tención de los grandes capitales de avanzar, como 
lo permite la ley Zidres, sobre los baldíos que por 
ley y por justicia social son para los campesinos. 

Por otra parte, no hay nada que asimile campesino 
a pobreza, a no ser en el marco del desarrollo de-
formado del capitalismo como el que se ha dado 
en Colombia. Porque lo cierto es que los campe-
sinos también pueden desarrollar agroindustria, 
que es exactamente la almendra del debate que 
nosotros estamos dando. ¿Por qué no pueden ser 
los campesinos propietarios de los silos? ¿Por qué 
no pueden ser los campesinos propietarios de las 
maquinarias? ¿Por qué no pueden ser los campesi-
nos propietarios de la infraestructura para la trans-
formación de sus materias primas?

La economía campesina y la economía comuni-
taria, que están relacionadas pero no son exacta-
mente iguales, están en capacidad de garantizar el 

abastecimiento y la soberanía alimentaria de nues-
tro país, usando, además, energías limpias y pro-
cesos respetuosos con el medio ambiente, sobre 
la base de que el Estado acompañe y priorice esos 
procesos y no haga lo que ha hecho hasta ahora, 
que es regalarle la plata a los ricos para que sigan 
siendo más ricos, tal como se hizo con Agroingre-
so Seguro. 

Ese es el modelo que debe transformarse, y esto es 
un problema político. Ojalá las decisiones se toma-
ran con base en los intereses nacionales y con el 
acompañamiento de las universidades y de la aca-
demia. Qué bueno que hubiéramos llegado a ese ni-
vel de desarrollo cultural y político, pero la política, 
incluyendo la económica, se sigue resolviendo en 
los escenarios políticos, y si la correlación de fuerzas 
sigue estando a favor de un Estado que se comporta 
como un mecanismo de garantía de los derechos de 
los que ya tienen todo y no de los desposeídos, las 
cosas se van a complicar cada vez más. 

Debo precisar las cosas finalmente: el uribismo es 
la expresión política de una facción de la oligar-
quía colombiana, precisamente la atada al gran 
latifundio y a las economías ilegales a gran esca-
la. Desde esa perspectiva, cualquier intento que 
se haga para una reforma agraria que redistribuya 
la tierra dentro de la frontera agrícola se estrellará 
de frente contra esos sectores que han demostrado 
una y mil veces que están en capacidad de ensan-
grentar este país para no ceder un milímetro de lo 
que consideran sus derechos. El Urabá, el Magda-
lena Medio y lo que están haciendo en los Llanos 
Orientales es una demostración de hasta dónde 
son capaces de actuar para no ceder ni una míni-
ma parte de sus privilegios. Pero la lucha campe-
sina organizada, acompañada de otras fuerzas so-
ciales del campo popular, tiene la última palabra. 
Para eso es el acuerdo de La Habana, para que las 
gentes del común puedan expresar y conquistar 
sus derechos en democracia y en paz.
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El debate sobre el avance de la agroindustria en 
algunos espacios geográficos como el de la Alti-
llanura y el Chocó, o en algunas zonas de la cos-
ta Caribe, se ha polarizado entre los representan-
tes de la sociedad civil. En un lado se sitúan los 
agroindustriales, representados por la Sociedad 
de Agricultores de Colombia (SAC), y en el otro, 
las organizaciones que defienden los derechos de 
los campesinos y las comunidades étnicas. Es-
ta polarización no permite llegar a una solución 
que es urgente y necesaria como parte del pro-
ceso de reconciliación nacional y como forma de 
viabilizar el desarrollo agrícola y agroindustrial 
del país. 

Las denuncias realizadas ante la justicia colom-
biana y la opinión pública nacional y mundial 
sobre la concentración indebida de las unidades 
agrícolas familiares (UAF) y la apropiación ilegí-
tima de tierras provenientes de baldíos, crearon 
inseguridad jurídica entre los grandes inversionis-
tas, quienes entraron en una especie de stand-by 
aún después de promulgada la ley para las zonas 
de interés de desarrollo rural, económico y social 
(Zidres), en enero de 2016. Esta inseguridad solo 
pudo soslayarse hasta que la Corte Constitucional, 
en 2017, finalmente avaló la ley, la cual legitima la 
compra de tierras de baldíos adjudicados antes de 
la expedición de la Ley 160 de 1994, da vía libre 

LAS ZIDRES O LA EXPANSIÓN AGROINDUSTRIAL  
DE LA FRONTERA AGRÍCOLA
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a la acumulación de UAF por parte de los empre-
sarios en las áreas que se declararán como Zidres, 
y facilita a los empresarios el acceso productivo a 
los baldíos mediante contratos de arrendamiento 
a largo plazo. 

Pero el debate sigue vigente y varias organizacio-
nes de la sociedad civil están aún más indignadas 
porque el gobierno avaló con una ley lo que ellas 
consideran ilegítimo: darle acceso a terratenientes 
y empresarios a los baldíos y bienes públicos a tra-
vés de concesiones y contratos de arrendamiento o 
cualquier otra figura contractual que no implique 
transferencia de la propiedad. Se argumenta que 
los baldíos de la nación deben destinarse, según el 
espíritu de la legislación agraria, solamente a cam-
pesinos, y que la Ley Zidres consagra un camino 
expedito para evadir este principio.

Un recorrido por la historia de la adjudicación de 
baldíos deja en claro que este proceso se llevó a 

cabo contrariando los fines que la ley y la supues-
ta política de Estado establecieron, a saber: que 
los baldíos de la nación deberían utilizarse prio-
ritariamente (y exclusivamente desde 1994) para 
dotar de tierras a los campesinos y para estabilizar 
a las comunidades rurales que basan su economía 
en la agricultura familiar. Aunque un poco más de 
300.000 pequeños productores han obtenido tie-
rras como resultado de estas políticas, a ellos les 
adjudicaron apenas el 8% de las casi 22 millones 
de hectáreas que la nación le entregó a los priva-
dos (tabla 1). Esto quiere decir que este proceso 
se convirtió, en contravía a lo que lo justificaba, 
en un factor determinante para la concentración 
de la tierra. Adicionalmente, es sabido que algu-
nos (no todos) terratenientes se han apropiado de 
forma fraudulenta de predios a través de procesos 
de pertenencia que han declarado la prescripción 
adquisitiva de bienes en favor de los particulares 
de las tierras de la nación que son legalmente im-
prescriptibles.

Tabla 1. Adjudicación de baldíos 1932-2012

Tamaño (ha)
Beneficiarios Hectáreas adjudicadas

Número Porcentaje Hectáreas Porcentaje

Hasta 20 364.764 66 1.671.110 8

21 a 100 147.846 27 6.400.485 29

Más de 100 35.936 7 13.905.792 63

Total 548.546 100 21.977.387 100

Es claro que las Zidres tendrán que dedicarse a 
actividades agroindustriales, con lo que generarán 
mucho más valor agregado y mucho más empleo 
que la ganadería extensiva. Esto es consistente 
con la necesidad imperiosa que tiene el país de 
expandir la producción de alimentos y materias 
primas agrícolas. Esta expansión es un imperati-
vo nacional por varias razones. En primer lugar, 
porque urge solucionar nuestros problemas de 
subalimentación y elevar nuestras exportaciones, 

hoy en día dependientes de actividades primarias 
altamente deteriorantes de los recursos naturales. 
En segundo lugar, porque es necesario revertir la 
aguda dependencia cerealera (y de oleaginosas) 
que amenaza nuestra seguridad alimentaria, pues-
to que un alza de los precios internacionales de 
estos productos o una alta devaluación del peso 
(de la cual no estamos exentos) nos llevaría a una 
crítica e intolerable inflación de los precios de los 
alimentos.
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Sin embargo, la solución a estos problemas por me-
dio de las Zidres es indignante para algunos defen-
sores de la agricultura familiar, porque uno de los 
argumentos con los que se justifica la expansión 
agroindustrial es el de la pretendida incapacidad 
de los pequeños productores, de los campesinos, 
de generar la oferta agropecuaria, cuando en rea-
lidad ellos son responsables del 60 % del valor de 
la producción agrícola, del 80 % de la producción 
cafetera, nuestro principal producto de expor-
tación, del 25 % de la producción pecuaria y del 
30 % de la canasta alimentaria de los colombianos 
(Ver Magazin n. 1). Es inaceptable la insinuación 
de esa incapacidad cuando ellos han demostrado 
de forma sistemática, desde hace más de siglo y 
medio, que son económicamente eficientes. 

No obstante, es importante que dejemos las cosas 
claras: aunque la ley no argumenta que los campe-
sinos sean ineficientes o incapaces, sí está conce-
bida para viabilizar la agroindustria a gran escala 
y propone alianzas entre campesinos y agroindus-
triales con el argumento implícito de la mayor efi-
ciencia de los segundos. Nosotros analizamos las 
posibilidades de estas alianzas en la Altillanura, la 
zona Zidres por antonomasia. Mostramos con da-
tos que, al contrario de lo que se argumenta (sin 
evidencias), los pequeños productores han cons-
truido sistemas de producción altamente eficientes 
en términos económicos y ecológicos y que las su-
puestas alianzas en esta zona se harían bajo la con-
dición de que los agricultores familiares no traba-
jen sus tierras. En otras palabras, bajo la condición 
de que dejen de ser agricultores y se conviertan en 
pequeños rentistas entregándoles las tierras a los 
grandes empresarios para que ellos las cultiven. 

Pero la mayor indignación con los agroindustriales 
por parte de los líderes campesinos y de los diri-
gentes y tratadistas que defienden los derechos de 
los campesinos radica en que algunos emprendi-
mientos agroindustriales se han hecho en tierras 

que fueron apropiadas por medio del despojo lle-
vado a cabo por paramilitares. Como es sabido, en 
muchas ocasiones se acudió al procedimiento ex-
pedito del asesinato individual o colectivo de in-
defensos habitantes rurales. De este proceder son 
emblemáticos varios casos en el Chocó, en el sur 
de Bolívar y en los Llanos Orientales. Todo esto ha 
conducido a la muy injusta criminalización de la 
agroindustria, es decir, a criminalizar a todos los 
agroindustriales por el comportamiento de unos 
pocos cuando de hecho son notorios los esfuerzos 
de los gremios agroindustriales conducentes a ais-
lar a los narco-para-cultivadores.

De manera que hay que dialogar serenamente; y 
para dialogar tenemos que entendernos. Hay que 
entender las razones de la indignación contra la 
implementación de las Zidres. Hay que entender 
las razones de los agroindustriales para extender 
sus emprendimientos a nuevas zonas en las cua-
les deben normalizar sus derechos de propiedad. 
Hay que entender que en la Altillanura hubo una 
adjudicación de unidades familiares que resultó 
en gran parte inconveniente por el tamaño de la 
tierra adjudicada: alrededor de 1000 hectáreas, 
cuando hoy en día, con la tecnología disponible, 
40 hectáreas son suficientes para establecer fincas 
familiares exitosas con espacios relativamente am-
plios dedicados a la conservación de los frágiles 
ecosistemas llaneros. Hay que entender también 
que buena parte de las adjudicaciones fueron per-
versas (y corruptas) en la medida en que se les 
entregó tierras a testaferros y a personas inescru-
pulosas, que con el aval de funcionarios venales se 
hicieron pasar por campesinos. Hay que entender 
que recuperar esas tierras ociosas para trabajarlas 
en emprendimientos agroindustriales es un argu-
mento respetable que justificaría la acumulación 
de UAF. Hay que entender, del otro lado, que aun-
que la acumulación de UAF mediante la argucia de 
fraccionar empresas que son en realidad una sola 
está permitida por la ley, según notables y probos 
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expertos jurídicos, no resulta aceptable para otras 
personas (además de que fue castigada por la Su-
perintendencia de Sociedades). Por otra parte, la 
posibilidad de comprar UAF que no tienen en 
sus documentos de adjudicación explícitamente 

escrita la restricción que prohíbe venderlas es de-
fendida por estos mismos juristas, mientras que 
para otros lo que se hizo fue aprovechar un resqui-
cio que la ley dejó abierto en contradicción con el 
espíritu de la ley misma.

Tabla 2. Colombia: área disponible para expansión agrícola y ganadera por región

Región Agrícola (ha) Ganadera (ha) Total (ha)

Orinoquía 3.483.276 5.208.013 8.691.289

Amazonas 769.657 167.799 937.456

Área total por fuera de la frontera 4.252.933 5.375.812 9.628.745

Andina 4.180.855 620.006 4.800.861

Pacífica 1.397.523 368.430 1.765.953

Caribe 5.180.242 1.379.340 6.559.581

Área total dentro de la frontera 10.758.619 2.367.776 13.126.395

Total de hectáreas para el país 15.011.552 7.743.588 22.755.140

Fuente: Unidad de Planificación Rural Agropecuaria, IDEAM.

No se trata de llegar a la verdad. La experiencia 
como ciudadanos y nuestra formación como cien-
tíficos sociales nos advierten que la verdad única, 
así esté respalda por fallos de las altas cortes o por 
rigurosas investigaciones, no existe. No se trata 
entonces de seguir enredados y polarizados con 
argumentos jurídicos, éticos, económicos y socia-
les que descarten el criterio del oponente, sino de 
llegar a acuerdos razonables. Hay que reconocer 
y respetar mutuamente los argumentos del otro y 
proponer acuerdos sensatos. ¿Acaso el gobierno y 
sus fuerzas armadas pudieron ponerse de acuerdo 
con las FARC y los campesinos y los agroindus-
triales no pueden llegar a soluciones satisfactorias? 

Ni los agroindustriales que compraron tierras a 
grandes finqueros o a unidades familiares ni los 
campesinos a quienes se les adjudicaron parcelas 
deberían estar en la Altillanura. Ni mucho me-
nos la Ley Zidres debería incentivar la ocupación 
productiva de estas tierras. Mostramos con datos 
contundentes que dentro de la frontera agrícola 

hay más de 13 millones de hectáreas (Mapa 2), 
hoy en día cuasi improductivas, en franca contra-
vención al mandato constitucional (función social 
y función ecológica de la propiedad), pues estas 
áreas deberían dedicarse a la producción intensiva 
agroindustrial o familiar. 

Entonces, ¿por qué el Estado va a entregar tierras 
de mala calidad y sin infraestructura adecuada en 
la Altillanura y en otras zonas, por fuera de la fron-
tera agrícola, a familias que no son de esta región? 
¿Por qué los agroindustriales tienen que aceptar 
que la especulación con los precios de la tierra no 
les permita poner en producción las mejores tie-
rras del país y tienen que irse a colonizar la Alti-
llanura o el Putumayo o, en fin, el fin del mun-
do? ¿No es acaso una política de Estado cerrar la 
frontera agrícola? ¿Firmó Santos, con una ley que 
impulsa la colonización agroindustrial, la derrota 
frente al acaparamiento improductivo de la tierra y 
al dominio feudal de los territorios rurales? ¿Acaso 
terminamos postergando de nuevo la modernidad? 
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La formalización de la propiedad a menudo ha sido 
vista como un medio para encaminar las economías 
hacia el desarrollo (Weiland y Thornton, 2013), en 
la medida que garantiza la confianza en el mercado 
e incentiva la inversión (Deininger y Feder, 2009; 
Deininger, 2003). No obstante, en contextos de 
inequitativa distribución de la tierra como Colom-
bia (Instituto Geográfico Agustín Codazzi [IGAC], 

1	 Este artículo es producto del proyecto de investigación “Formalización de derechos de propiedad agraria e (in)seguridad: ¿una relación de 
doble vía?”, financiado por Colciencias. Código: 12274557345.

2012), los estudios coinciden en que la formaliza-
ción por sí misma no incide en la productividad ni 
en el acceso a crédito (Smith, 2003; Place y Hazell, 
1993). De hecho, esta puede favorecer la concen-
tración de la propiedad, por ejemplo, al permitir 
que las tierras que antes no se encontraban regis-
tradas entren al mercado y puedan ser adquiridas 
por terratenientes (Gould, 2014). 

¿ZIDRES VERSUS ZONAS DE RESERVA CAMPESINA?:  
UNA APUESTA INFORMADA POR EL DESARROLLO RURAL  

EN COLOMBIA1
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Por eso, hablar de formalización implica indagar 
por sus objetivos, sus beneficiarios y la coherencia 
con los deberes constitucionales del Estado. Más 
aún, es necesario determinar en dónde debería es-
te invertir sus recursos para garantizar el bienestar 
social y el desarrollo económico.

En Colombia, además de los programas de for-
malización de alcance nacional, se ha intentado 
consolidar la propiedad a través de otras políticas 
que sin tenerla como su meta principal, la inclu-
yen como uno de sus objetivos. La Ley Zidres, por 
ejemplo, propone no solo la asociación entre gran-
des y pequeños productores, sino también el acce-
so y formalización de la propiedad a campesinos, 
campesinas y trabajadores agrarios que se asocien 
a estos proyectos.

Uno de los asuntos de esta ley es el destino que 
se le da a los baldíos como uno de los recursos 
que tiene el Estado para cumplir con su deber de 
promover la democratización del acceso a la tierra 
(art. 64 de la Constitución Política de 1991)2. La 
Ley Zidres determina que dentro de estas zonas se 
formalizará la propiedad en cabeza de los campe-
sinos que se encuentren allí y que cumplan con 
los requisitos legales para hacerse propietarios, 
dependiendo de si la tierra es privada o si se trata 
de baldíos. Sin embargo, dicha ley agrega que el 
Estado puede entregar en concesión3 esos baldíos 
para que sean los grandes inversionistas quienes 
los hagan productivos y obtengan beneficio de es-
tos4. En consecuencia, parte de los recursos que 
el Estado tiene para democratizar la propiedad 

2	 Anteriormente, la Ley 160 (art. 71 y 72) establecía que podían ser adjudicatarios únicamente aquellos sujetos con un patrimonio neto 
inferior a los 1000 salarios mínimos mensuales vigentes, y que no fueran propietarios ni poseedores de otros predios. Sin embargo, el 
Decreto Ley 902 (art. 82) derogó el artículo 71 de la Ley 160, y estableció que el único requisito sería tener un patrimonio neto inferior a 
los 700 salarios mínimos. 

3	 La Ley 1776 (art. 13) permite que, para los proyectos Zidres, los baldíos se entreguen a través de cualquier figura que no implique la 
transferencia del dominio de estas tierras a los particulares.

4	 La Ley 1776 permite que los pequeños y medianos productores presenten proyectos Zidres, pero el artículo 3 establece requisitos que 
harían que de facto sus posibilidades de plantearlos sean escasas. Véase Medina (2017).

serían entregados para su uso a grandes produc-
tores que, sin convertirse en dueños en el papel, sí 
estarían impidiendo el aprovechamiento de estas 
tierras por parte de quienes más las necesitan. Los 
campesinos que se asocien con grandes produc-
tores se convertirían en trabajadores agrarios de 
facto, pues incluso siendo propietarios del predio 
no tendrían la facultad de tomar decisiones sobre 
el uso y destino de este. 

Esta ley se basa en la idea de que la productivi-
dad aumenta mediante el apoyo a producciones 
agrícolas intensivas en capital y en grandes exten-
siones de tierra, cuando en realidad se ha demos-
trado que este objetivo puede alcanzarse destinan-
do recursos a pequeños y medianos productores 
(Berry, 2017). Economistas como Albert Berry han 
encontrado que a una tierra de mayor tamaño la 
productividad por hectárea es menor. Berry afirma 
que esta relación, probada en Colombia (Forero 
et al., 2015) y otros países (Medvedkino, 2004), 
debe ser atendida por el Estado para determinar 
cómo invertir sus recursos para promover la pro-
ductividad y el desarrollo rural.

Si de generar productividad y reducir la pobreza se 
trata, la tesis de Berry sugiere que el camino no es 
invertir en grandes producciones agrícolas y mine-
ro-energéticas. Por el contrario, podrían destinarse 
recursos a pequeñas extensiones de tierra por su 
mayor productividad para el desarrollo de una eco-
nomía campesina. Los baldíos como recurso del Es-
tado podrían ser mejor invertidos en áreas como las 
zonas de reserva campesina (ZRC), pues cumplen 
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con estos requisitos y su constitución reconoce las 
luchas históricas por la tierra del campesinado (Fa-
jardo, 2000, 2012; Estrada, 2013). 

Estas promueven sistemas productivos en exten-
siones de tierra que no superan la UAF, dismi-
nuyendo al máximo las repercusiones ambienta-
les (Decreto 1777 de 1996, art. 1) y evitando la 
concentración de tierras, a través de los procesos 
organizativos de las asociaciones campesinas. De 
hecho, la figura permite que estas participen en la 
elaboración de los planes de desarrollo municipal 
y obliga a las alcaldías a cooperar en sus procesos. 
Impulsar figuras territoriales como esta permite 
darle un mejor uso a los baldíos, cumplir con los 
deberes constitucionales, y además puede ser un 
logro “en materia de justicia social” para el campe-
sinado (Hutchison, 2008). 

No obstante, las Zonas de Reserva Campesina no 
han recibido apoyo del Estado para su desarrollo. 
Algunas de las dificultades que han enfrentado han 
sido la estigmatización, la falta de apoyo por par-
te de entidades territoriales y la precaria presencia 
de entidades del Sistema Nacional de Desarrollo 
Rural y el Sistema Nacional Ambiental (Cardoza 

Sánchez, s. f.). Al comparar el apoyo del Estado a 
las Zidres versus las ZRC, es posible constatar su 
preferencia por la apuesta a los grandes producto-
res. Esta es una inversión ingenua que obvia la re-
lación inversa comprobada por economistas como 
Berry entre productividad y extensión de la tierra. 
Ante estas circunstancias, vale la pena examinar si 
se está promoviendo realmente el bienestar social 
y el desarrollo rural o si, por el contrario, el Estado 
ha decidido de nuevo apostar sus fichas al mante-
nimiento de la inequidad en el campo.

Por último, con el avance de la colonización agro- 
industrial en la Altillanura, motivado, en princi-
pio, por los bajos precios de la tierra, se está repi-
tiendo el ciclo de la especulación inmobiliaria. 

En Puerto Gaitán y Puerto López, las tierras que en 
2007 valían entre $800.000 y $2.000.000 la hec-
tárea, hoy en día (año 2019) se negocian entre 10 
y 25 millones (la hectárea). Esto representa, para 
quienes compraron predios hace 10 años, una jugo-
sa ganancia de alrededor del 30 % anual por cuenta 
de un mercado de tierras drásticamente distorsiona-
do, que lleva a que la simple propiedad de la tierra 
arroje más dividendos que la actividad productiva.
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